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Auto Nro.  AI-005 
Proceso:  Pertenencia 
Demandante:  Jorge Edyber Posada García  
Demandado:  Alexander Duvier Posada y Otros. 
Radicado: 05001 31 03 018 2022 00154 01 
Asunto:                   Revoca auto apelado 

 
 

TRIBUNAL SUPERIOR 
DISTRITO JUDICIAL DE MEDELLÍN 

-SALA UNITARIA DE DECISIÓN CIVIL- 
 

Medellín, Diecinueve (19) de enero del dos mil veintitrés (2023).   

 

Concita la atención de la Sala desatar el recurso de apelación formulado 

por el apoderado del demandante, en contra del auto del veintiocho (28) de junio del 

año pasado, proferido por el Juzgado Décimo Octavo Civil del Circuito de Medellín, al 

interior del trámite del proceso verbal promovido por aquél en contra de los señores 

Alexander Duvier, Dennis Ivonne, Neidy Alabany, Oscar Alonso y Daniel Felipe Tamayo 

Atencio, mediante el cual se rechazó la demanda de referencia. 

 

I. ANTECEDENTES. 

 

1.1. Supuestos fácticos vinculados al presente proceso. Como hechos 

relevantes con miras a desatar la alzada, se tiene que, en providencia del trece (13) de 

mayo de esta calenda, la juez decidió inadmitir la demanda para que el demandante 

cumpliera 2 requisitos, siendo el caso para estudio del presente recurso el descrito en el 

numeral 2, esto es, “el de indicar con exactitud, cuál es el porcentaje o el derecho de cuota que 

pretende adquirir por usucapión, respecto del lote de mayor extensión, sin menoscabo de los 

derechos de los demás poseedores”, el que deberá soportar con un estudio planimétrico 

donde claramente se especifique el área y linderos del lote de mayor extensión, de la 

parte que pretende adquirir, y cómo quedaría este una vez segregado el área objeto de 

usucapión.  

 

1.2. Del escrito de Subsanación: Dentro del término oportuno el 

apoderado de la parte demandante subsanó la demanda, esclareciendo de cara al 

citado requerimiento que adecuó el libelo demandatorio en cuanto los hechos y 

pretensiones en ese sentido, acompañando un informe pericial de estudio planimétrico 

con el fin de complementar el levantamiento arquitectónico que había aportado 

inicialmente en el escrito genitor. Asimismo, adujo que en el caso de encontrarse 
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incompleta la información aportada, en la diligencia de inspección 

judicial puede designarse a un perito especializado en la materia 

para la comprobación de áreas, linderos, construcciones y mejoras, tanto del lote de 

menor como el de mayor extensión.  

 

1.3. Del auto impugnado. El Juzgado Octavo Civil del Circuito de 

Oralidad de Medellín, en providencia del 28 de junio de 2022, rechazó la demanda, bajo 

el argumento que “conforme al principio Dispositivo que orienta la actuación procedimental, le 

corresponde a la parte actora, determinar de forma clara y precisa, cuáles son los porcentajes que 

le incumbe a cada una de las personas que ejercen posesión sobre el inmueble, cuya cuota parte en 

el dominio persigue el Demandante, tarea que, en principio no está reservada a la juez de la 

causa, como lo solicitó la parte actora. Defecto que está vinculado al presupuesto de demanda en 

forma el cual permite estructurar adecuadamente el tema de la decisión judicial y sustanciar la 

causa en su momento”. 

 

1.4. Del recurso de apelación. Por ser contrario a sus intereses la hoy 

recurrente formuló recurso de reposición y en subsidio apelación, porque a su criterio la 

motivación que esgrimió la juez, constituye una vulneración al debido proceso en 

conexidad con los derechos de acceso a la administración de justicia, principio de 

legalidad y buena fe, en la medida que se le impusieron cargas adicionales, pues de la 

decisión adoptada por el A quo, especialmente frente a la carga de determinar de forma 

clara y precisa los porcentajes objeto de usucapión, se entrevé que no tuvo en cuenta o 

no realizó un estudio en debida forma en cuanto la adecuación de los hechos y 

pretensiones descritos en la subsanación de la demanda, pues: “es claro que el lote del 

terreno de mayor extensión identificado con dirección catastral Calle 47 No 32-54 con FMI No 

001-667492 sobre la cual está la mejora que fue excluida del proceso sucesorio de los causantes 

Miguel Ángel y Margarita Jiménez, y reconocida a favor del demandante, para lo cual hace una 

identificación plena junto con su porcentaje correspondiente como mejoras anexas”. Aspectos 

que al revisarse de manera conjunta con los informes periciales que se acompañaron y 

en el que se hace una “determinación de manera precisa sobre las medidas, áreas y 

coordenadas del lote de mayor extensión sobre el cual se pide se segreguen las mejoras construidas 

y el área aproximada que le llegase a corresponder”, en realidad contiene detalles que no 

resultan absolutamente necesarios desde la radicación de la demanda, sino en el 

momento de proferirse la sentencia respectiva, para lo cual pueden practicarse pruebas 

dentro del trámite del proceso.  
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En líneas siguientes, esgrime sendos párrafos de los presupuestos 

de la acción de pertenencia, para cuestionar que tampoco debe 

aceptarse el rechazo de la demanda cuando se ha dado cumplimiento parcialmente con 

los requisitos exigidos en el artículo 82 del C.G.P, aunado a que corresponde al juez en 

esta clase de procesos realizar la inspección judicial del inmueble en la que puede 

verificar los hechos que cimientan la pretensión “como interrogar e indagar por los informes 

debidamente presentados por los peritos y en caso de evidenciar vacíos disponer de auxiliares de la 

justicia para  tener las precisiones de todas las áreas que den lugar a las posesiones del interesado 

y demás que se crean con mejor derecho”, sin que resulte de recibo sustraerse de dicha 

deber sin una causa aparente que lo justifique. 

 

                                 1.5. Trámite Procesal. En auto del doce (12) de julio del año en 

curso, previo recuento de los hechos de la demanda, determinó que: “como la acción está 

encaminada a que se le adjudique el activo del derecho de dominio en un 100% sobre el inmueble 

de M.I 001-667492 pero limitado al apto 101, garaje o parqueadero, y a su vez como los 

habitantes de los restantes pisos 2, 3, y 4 son adjudicatarios del derecho real de dominio por 

motivos de la sucesión, son dueños del inmueble y por la proyección que tienen las mejoras sobre 

aquel, también ejerce posesión.” Circunstancia por la que resultaba necesario establecer el 

porcentaje del bien, máxime cuando su ejercicio es concomitantemente con los otros 

poseedores de la unidad habitacional, lo que implicaba realizar un estudio de todo el 

inmueble con las unidades levantadas sobre él. 

 

                                    Agregó que, en el escrito de subsanación el demandante 

tampoco indicó las personas que detentan las unidades habitacionales de los pisos 

tercero y cuarto, y el porcentaje delimitado frente al primer piso “con un área de 91 mts 

tiene un porcentaje del 92% pero sobre un área del inmueble de 99 Mt2, considerándolo como 

relativa porque debía de confrontarse entre el predio de mayor extensión con cada uno de los 

apartamentos (…) el cual en todo caso no corresponde a este, porque para determinarlo se debe 

tomar la totalidad del bien incluyendo todas y cada una de las mejoras construidas, 

individualizándolas para luego pasar a establecer en proporción al todo cual es la cuota parte que 

le corresponde”.  Ambigüedad que impide la asignación de un nuevo folio de matrícula 

inmobiliaria por parte de la Oficina de Instrumentos Públicos, porque no se ha agotado 

el trámite del desenglobe y constitución del reglamento de propiedad horizontal, por lo 

tanto, no se trata de una decisión caprichosa, antojadiza o lesiva de sus derechos 

fundamentales. 
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Expuestos de esta manera los motivos que llevaron a interponer la 

alzada, procede la sala a resolver el recurso impetrado, con 

fundamento en las siguientes, 

 

                             II. CONSIDERACIONES. 

 

                               1.1. Sea lo primero indicar que, el legislador, al codificar nuestro 

Compendio Procesal Civil, tuvo a bien la implementación de una serie de exigencias 

encaminadas a precaver el desgaste innecesario del aparato judicial, propendiendo por 

garantizar el éxito de los procesos y, además, evitar que se profieran fallos inocuos o 

carentes de relevancia jurídica, contrarios a la equidad y la justicia, caro cometido por el 

que se propende desde la presentación de la demanda.  

 

                               Es así que, si la demanda cumple con las exigencias establecidas 

en el estatuto procesal, deberá devenir su admisión, pues, en caso contrario, habrá de 

rechazarse, sin embargo, el mismo estatuto procesal contempla la figura de la 

inadmisión, como una oportunidad procesal en la que el juez indica al extremo activo las 

fallas que presenta el escrito contentivo de su acción, para que, en el término 

legalmente instituido -cinco días (5) para el caso en comento-, este subsane los defectos de 

los cuales aquella adolezca, tareas que han sido definidas taxativamente por el 

legislador y, que por tanto, se encuentran establecidas en los artículos 82 y 90 del 

Código General del Proceso.   

 

                             Sobre este tópico, la Corte Constitucional en Sentencia C420/2020 al 

estudiar la constitucionalidad del Decreto 806/ del 2020 reiteró el fin del auto 

inadmisorio para lo cual citó un aparte de la sentencia C-832 del 2002 en la que precisó 

que la finalidad del auto inadmisorio de la demanda es: “evitar un desgaste en el aparato 

judicial, pues en cierta medida lo que se pretende, es garantizar el éxito del proceso, evitando un 

fallo inocuo o que la presentación de un escrito no involucre en sí mismo una controversia, es 

decir que no haya una litis definida”, providencia en la que también se previó que:   

 

                                  “…La exigencia de estos requisitos encuentra su razón de ser, al 
considerarse que la demanda es un acto de postulación, a través del cual la persona que la 
impetra, ejercita un derecho frente al Estado, pone en funcionamiento el aparato judicial y 
propicia, la iniciación de una relación procesal.  En consecuencia, si la demanda cumple con las 
formalidades que la ley establece, deberá ser aceptada, de lo contrario tendrá que ser rechazada. 
Sin embargo, este procedimiento no es tan rígido, pues el legislador contempla la figura de la 
inadmisión dando la oportunidad procesal al demandante, para que, dentro del término de cinco 
días, corrija los defectos que soporte la presentación de su demanda, una vez el juez se los indique. 
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                                   (…) Entonces, debe entenderse que el auto que 
inadmite una demanda lleva consigo la procedencia o improcedencia 
posterior de la misma, pues es el demandante quien cuenta con la carga 

de subsanar los defectos de que ella adolezca, defectos que han sido establecidos previamente por el 
legislador y que son señalados por el juez de conocimiento para que sean corregidos”1… 
(Negrillas fuera de texto). 

                     

                             De lo anterior se deduce que el examen que realizará el Juez en esta 

etapa procesal, vinculará aspectos eminentemente formales o procedimentales, sin que 

pueda inmiscuirse en asuntos de naturaleza sustancial, ya que los mismos, por lógica, 

serán objeto de estudio en la sentencia 

 

                            2. Del caso en concreto: En el caso sub exámine el demandante 

formuló demanda de pertenencia con el fin de adquirir por prescripción adquisitiva de 

dominio el bien inmueble ubicado en la Calle 42 No 32-54 primer piso, con su respectivo 

apartamiento interior 101 y garaje correspondiente al 92% del 100% del lote de mayor 

extensión con F.M.I. No 001-667492 de la Oficina de Instrumentos Públicos Zona Sur, 

el que contiene un área de 99 metros cuadrados, para lo cual acompañó un informe de 

levantamiento topográfico con el fin de limitar el bien objeto de usucapión; información 

que a consideración del juez de primera instancia no se encuentra plenamente 

acreditada.  

 

               Bien, para determinar si efectivamente el recurrente cumplió con la 

carga impuesta en el auto inadmisorio tendiente a delimitar el inmueble objeto de 

usucapión, resulta imprescindible tener presente que los artículos 83 y 375 del C.G.P 

establecen los presupuestos formales de la demanda sobre declaración de pertenencia, 

los que en el caso en particular, solo resulta necesario hacer alusión a la identidad del 

inmueble objeto de usucapión -por ser el asunto que hoy se cuestiona en sede de apelación-, 

requerimiento que conforme a las normas adjetivas puede soslayarse en un primer 

momento en el escrito de la demanda mediante la identificación del bien por su 

ubicación, linderos, nomenclaturas y demás circunstancias que permitan 

individualizarlo, por lo menos genéricamente, pues no puede perderse de vista que 

habrán situaciones específicas o excepcionales en las que se requiera de un estudio 

técnico para lograr su delimitación concreta, y en esa medida resultará necesario la 

práctica de pruebas como sería un dictamen pericial, con el fin de suplir los vacíos que 

puede presentarse en la delimitación del bien objeto de usucapión, como sucede en los 

supuestos de actualización de linderos y nomenclaturas, determinación de área, 

tipologías de construcción. Aspectos que si bien son necesarios para la sentencia, no 

                                      
1 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C – 833 de 2002. M.P. Dr. Alberto Beltrán Sierra. 
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resultan plenamente imprescindibles al momento incoar la acción, 

porque puede suplirse en el desarrollo del proceso mediante los 

medios probatorios que están a disposición del juez y de las partes tal y como lo prevé 

los numerales 4 y 5 del artículo 42 del Código General del Proceso. 

 

                     Al respecto, me permito citar la ponencia  AC2229 del 14 de 

septiembre de 2020, Magistrado Ponente: Álvaro Fernando García Restrepo, en el que 

se determinó la procedencia de la prueba pericial al interior del proceso reivindicatorio, 

mutatis mutandi para el caso sub examine resulta pertinente “Al respecto, cabe recordar 

que de acuerdo con los precedentes de la Sala, en los procesos reivindicatorios “para la 

identificación del bien rige a plenitud la libertad probatoria”2, al punto que también se 

ha expresado que “por regla general, la identificación del predio se obtiene a través de 

una prueba pericial en la que los expertos, con razones técnicas y explicaciones bien 

fundamentadas en los conocimientos propios de su ciencia u oficio, llegan a la 

conclusión de que el inmueble objeto de la experticia es el mismo que se pretende en el 

litigio”3. (subrayas ajenas al texto). 

 

                 Además, debe tenerse en cuenta la reciente sentencia de 

casación SC4649-2020 del 26 de noviembre del 2020, donde la Corte en un caso 

parecido expresó: “A partir de este análisis, habrá de concluirse que cuando la controversia 

verse sobre prescripción adquisitiva respecto de un piso, nivel o apartamento independiente de 

una edificación debidamente individualizado, ésta se inscribe dentro de la hipótesis de usucapión 

de un predio de menor extensión inmerso en uno mayor, sin que pueda predicarse un fenómeno 

de imprescriptibilidad ante la falta de sometimiento de la totalidad del inmueble a régimen de 

propiedad horizontal, por cuanto es del resorte de los copropietarios, en ejercicio de su autonomía 

privada, decidir si optan por acogerse a ese modelo de propiedad aun con posterioridad a la 

declaración parcial de pertenencia. 

 

                    Y más adelante sostiene la misma Corte: Una situación nada 

novedosa en un juicio de pertenencia es la atinente a que las pretensiones recaigan únicamente 

sobre una fracción de un predio de mayor extensión, evento en el cual la debida individualización 

o delimitación del segmento pretendido es un requisito sine qua non de la prosperidad de la 

acción, porque solo a partir de suficientes elementos de juicio a ese respecto, es factible establecer 

cuál es la porción concreta del bien sobre la que en realidad los pretensores ejercen los aducidos 

actos posesorios, lo que involucra precisar sus  características, dimensión y ubicación exacta. 

                                      
2 CSJ SC de 8 de febrero de 2002, Exp. 6758. 
3 CSJ SC 11334-2015. 
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Además, según lo tiene decantado la jurisprudencia, también es menester 

que se individualice el predio original en el cual se encuentra el 

pretendido. Sobre esa exigencia, en CSJ SC 19 jul. 2002, exp. 7239, esta Sala expuso,  

 
                                      (…) el tribunal está en lo cierto al indicar que es necesaria la 
identificación del lote de mayor extensión, porque sin ella aflora la imprecisión de cuál es el predio 
cuyo dominio pretende ganarse mediante prescripción. Alindar apenas una porción de un globo 
de terreno mayor comporta, a ojos vistas, una indeterminación, pues a buen seguro que el que es 
fácilmente reconocible, sobre todo por razones de la publicidad a que están sometidos, es éste y no 
aquél.  
 
                                       Y ahí salta una potísima razón adicional, ya muy propia de esta clase de 
juicios, porque si la sentencia estimativa de la pertenencia está llamada por ley a producir efectos 
erga omnes, se precisa del todo que en punto de identificación no haya la menor ambigüedad, 
porque sólo así se protegen los derechos de terceros que estuviesen interesados en concurrir al 
proceso. Aspecto este que, muy a propósito, acaba confirmando aquello de que nada sirve que la 
identificación del predio de mayor extensión se halle, no en la demanda misma, sino andando el 
proceso. Porque el caso es que a los terceros se les emplaza, como de hecho ocurrió en este evento, 
con apenas la identificación que revela la demanda. 

 
                                          En materia procesal, el cumplimiento de ese especial condicionamiento, 
tratándose de la demanda de declaración de pertenencia, imponía desde su génesis atender lo 
dispuesto en el artículo 76 del Código de Procedimiento Civil, vigente para la fecha en que se 
inició este juicio, que en lo pertinente prescribía, «[L]as demandas que versen sobre bienes 
inmuebles, los especificarán por su ubicación, linderos, nomenclaturas y demás circunstancias 
que los identifiquen», y el numeral 6° del artículo 407 del mismo estatuto, disponía que en el auto 
admisorio se debía ordenar el emplazamiento de las personas que se creyeran con derechos sobre el 
respectivo bien, por medio de edicto que deberá expresar, entre otra información, «c) La 
especificación de los bienes, con expresión de su ubicación, linderos, número o nombre».  

 
                              Se infiere de lo anterior, que la característica de la determinación de la 

cosa o de la parte de ésta sobre la que recaiga la pretensión del usucapiente, está atada a que se 
encuentre individualizada de tal manera que en su identificación no se presente ninguna 
ambigüedad. 

 
                              Este presupuesto legal tiene, más allá de lo jurídico ya expuesto, un 

fundamento de orden práctico y lógico ineludible: es preciso para el eficaz ejercicio de los derechos 
y para el respeto de los ajenos, que exista una exacta delimitación de las cosas sobre las cuales 
recaen; así el poseedor de un predio menor inserto dentro de uno mayor necesita saber hasta 
dónde van sus facultades, al paso que el del continente también requiere conocer el límite de sus 
atribuciones, lo que no se logra sino conociendo la precisa extensión del uno y del otro, así como 
la ubicación del grande dentro del vecindario. Y, no solo a esos dos sujetos sirve tal 
determinación, a los terceros interesa de modo superlativo, en aras de definir las relaciones 
jurídicas con ellos. 

 
                             En fin, no solo porque lo manda la ley, sino porque lo exige la paz social, 

es menester la determinación de cada derecho y cada bien, así como la de aquellos que se 
encuentran originalmente dentro de otros. 

 

                                          Al tamiz de la normatividad citada, la constitución de esa forma 
especial de dominio no tiene que ser anterior a la construcción de un edificio, por lo tanto, no 
tienen asidero los reparos que en sedes judiciales se hacen respecto a que la falta de conformación 



                                                                                            M. P. Julián Valencia Castaño                                           
                                                                                                                                                                            

                                                                                       

 

 
 

“Al servicio de la justicia y de la paz social” 

 

 8 

de propiedad horizontal impide acceder a la usucapión reclamada respecto 
de una planta o fracción de un predio debidamente determinada, como 
quiera que si el edificio es susceptible de regirse por ese modelo, nada obsta 

para que sus propietarios en ejercicio de su autonomía privada y con arreglo a las leyes y 
reglamentos que rigen la materia, así lo determinen en aras de procurar la individualidad jurídica 
de cada piso o apartamento, aún con posterioridad a la adquisición por prescripción respecto de 
alguno de ellos. 

                                     En síntesis, cumplidos los requisitos generales y especiales que viabilizan 
el éxito de la pretensión adquisitiva promovida respecto de una planta de un inmueble 
perfectamente independiente y determinada, la circunstancia de que la edificación no haya sido 
sometida a régimen de propiedad horizontal no se torna en un obstáculo insalvable para acceder a 
las súplicas, pues corno ya se examinó, la determinación de regirse por ese modelo emerge del 
libre albedrio de los copropietarios en la oportunidad que lo estimen pertinente si el edificio ya fue 
construido.” 

                                No puede entonces admitirse que la judicatura impida el 

acceso a la administración de justicia bajo una visión errada del asunto sometido 

a estudio, puesto que si bien es cierto que el juez Cognoscente pretende que el 

demandante sea más certero y explícito con el dictamen o estudio elaborado por 

un profesional de la construcción, mismo que fue presentado y en el cual consta 

la identidad de los inmuebles y un porcentaje de la propiedad que se pretende, 

no se halla entonces que ese sea un motivo de rechazo de la demanda, máxime 

cuando no es cierto, como lo expresa el auto recurrido, que la “Ambigüedad que 

impide la asignación de un nuevo folio de matrícula inmobiliaria por parte de la Oficina de 

Instrumentos Públicos, porque no se ha agotado el trámite del desenglobe y constitución del 

reglamento de propiedad horizontal, por lo tanto, no se trata de una decisión caprichosa, 

antojadiza o lesiva de sus derechos fundamentales”, cuando ni de lejos se persigue un 

desenglobe y mucho menos se pide que se haga un reglamento de propiedad 

horizontal, cuando lo que se persigue en usucapión es solo un porcentaje del bien, sin 

que sea cierto que de prosperar las pretensiones habría de abrirse un nuevo folio de 

matrícula inmobiliaria, cuando lo que se pretende es que se declare la propiedad en 

común y proindiviso o al menos lo que pretende el demandante es que se le declare 

dueño de un porcentaje del inmueble, por lo cual el juez estima insuficiente la prueba, 

pero que a decir verdad la demandante ha cumplido con presentar. Pero si es que se 

requiere mucha más precisión al respecto, luego, entonces, es perfectamente posible 

hacerse dichas medidas en forma escrupulosa dentro de la práctica de pruebas, pues 

por ahora el actor ha cumplido con individualizar todo el inmueble y ha cumplido con 

individualizar el primer piso sobre el cual detenta la posesión, siendo posible que el juez 

adquiera la certeza del porcentaje preciso, claro está, una vez se practique la prueba 

que el demandante pide y por esa razón será revocado el auto para ordenar que siga 
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adelante con el proceso. 

 

                                   En ese orden de ideas, y descendiendo la teoría que hasta aquí 

se ha expuesto al caso concreto, se advierte que desde el principio el juez cognoscente 

no estudió adecuadamente la demanda y por contera tampoco analizó los hechos en 

los que soportó su decisión, porque interpretó que la construcción levantada sobre un 

lote de terreno en el que no existe desengloble se entenderá como una mejora de éste, 

postulado que no puede acompañarse porque la posesión sobre bienes que no han 

sido sometidos a propiedad horizontal no implica que se está en ejercicio de una 

construcción adicional sobre el bien, sino que se trata de una usucapión relacionada 

con la Propiedad Horizontal de Hecho, misma en la que se podría consolidar el derecho 

de dominio en cabeza del poseedor por cumplir de forma cabal con los postulados 

ineludibles para adquirir por este modo originario, tal y como lo prevé el artículo 762 del 

C.C., tema tratado en la misma sentencia de la corte que de antes se citó. 

 

                           Sobre el tema, me permito citar en extenso la posición que he 

adoptado en providencias que anteceden sobre la prescripción adquisitiva de propiedad 

horizontal de hecho: 

 

                            En primer lugar, resulta de capital importancia traer a colación la norma 
sustancial contentiva de la institución jurídica que da lugar al proceso, por tanto, deviene 
necesario remembrar que, tal y como lo establece el artículo 762 del Código Civil, la posesión es: 
“…la tenencia de una cosa determinada con ánimo de señor o dueño, sea que el dueño o el que se 
da por tal, tenga la cosa por sí mismo, o por otra persona que la tenga en lugar y a nombre de él. 
El poseedor es reputado dueño, mientras otra persona no justifique serlo.” Luego, si como se tiene 
por suficientemente averiguado, la posesión comporta la naturaleza de ser un hecho jurídico, 
respecto de una cosa determinada, debe entenderse, en mi sentir, que la determinación de la cosa 
sobre la que se han ejecutado los actos de señorío, se encuentra demarcada por una individualidad 
material, pues la individualidad jurídica, no es cosa distinta a un reconocimiento posterior a la 
existencia que se suscitó de manera antecedente, es decir, que la relevancia jurídica se ve 
delimitada por la posibilidad de identificar, con suficiencia, la cosa sobre la que se aduce haber 
ejecutado actos reservados al dominus y, por ahí mismo, que sobre dicha cosa sea viable predicar 
la exteriorización pública de dichos actos, durante el tiempo legalmente establecido, argumento 
sólido que me permite razonar, contrario a lo sostenido por la Sala Mayoritaria, que per se el 
hecho de no encontrarse los inmuebles pretendidos en pertenencia sometidos al régimen 
de propiedad horizontal, solo comporta una talanquera de naturaleza aparente, 
enteramente sorteable, pues, debe recordarse que, dicho status, no es el determinante en 
pertenencia, conclusión a la que necesariamente debe arribarse, por cuanto no han sido 
pocos los pronunciamientos judiciales en los que, inclusive, se ha compelido al 
Registrador de Instrumentos Públicos a efecto de aperturar un folio de matrícula 
inmobiliaria, que se avistaba inexistente al momento de declarar la pertenencia, para 
aquéllos inmuebles que aún no hacían parte del registro inmobiliario.  
 

  Por ende, si se fuera a acoger una posición exegética y legalista, resultaría -como verdad 
inconcusa- que, sin dicho registro, no podría admitirse ni la existencia, ni la individualidad 
jurídica del inmueble pretendido; luego, precisamente y para salir al paso de tan cerrado 
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silogismo, es por lo que sostengo que es la individualidad material la 
llamada a marcar la pauta de prosperidad de la pretensión adquisitiva por 
el plurimentado modo originario, ya que, prohijar por la tesis contraria -

misma que debe admitirse es la más extendida-, terminaría por desnaturalizar la función misma 
del derecho, tornándolo en un desconocimiento de la realidad y de las sociedades emergentes -
como la nuestra-, en donde la respuesta que se le da a quien toca las puertas de la jurisdicción, es 
que, sencillamente, los actos que desplegó con suficiencia sobre la unidad inmobiliaria pretendida, 
ningún efecto surtieron, porque el legislador, que para el caso de nuestro Código Civil data de 
1887, omitió reglamentar expresamente tal aspecto, situación apenas entendible, pues, si nos 
ubicamos históricamente, es apenas entendible que en aquél contexto se trataba de una época 
sumamente dispar a la que actualmente vivimos, aunque ahora se reguló legalmente dicha 
manera de propiedad en la ley 675 del 2001, misma que no prohíbe o sanciona con objeto ilícito 
ese tipo de propiedad conformada solamente por los hechos, que es lo que aquí nos interesa; luego, 
dicho compendio sustantivo, no obstante su suficiencia jurídica para regular la propiedad 
horizontal conformada de manera voluntaria y llevada a la realidad mediante escritura pública, 
no puede surgir como una talanquera que impida al juez admitir y reconocer mediante sentencia 
la USUCAPIÓN a través de la modalidad que se viene comentando, lo que obliga examinar el 
caso a trasluz de una realidad social que en otrora no pensó regular el legislador, vacío legislativo 
que ni de lejos puede ser óbice para que los jueces, quienes somos los llamados a actualizar de 
manera indirecta la normatividad -por vía interpretativa-, encontremos la solución a dicho pleito 
jurídico originado por el avance y el desarrollo social y económico, resultado que no se consigue 
partiendo de una limitada función judicial, con matices de derecho público, en donde la existencia 
de ley anterior es requisito invariable para el pronunciamiento judicial, sino y, más bien, desde el 
ámbito privado, en donde impera el sistema contrario, es decir, que son las normas las llamadas, 
no a instituir posibilidades, sino a demarcar las limitaciones de los particulares, dentro de las 
cuales no se avista una exclusión de ejercer actos sobre bienes inmuebles en esas particulares 
condiciones -no afectados a propiedad horizontal-. 

 

       En razón de lo expuesto, resulta necesario determinar si efectivamente 

el demandante identificó el inmueble de tal manera que no exista duda de su 

individualidad material frente a los demás copropietarios del bien o coposeedores del 

todo al momento de formular la demanda, o en su defecto requiere de elementos 

probatorios que le permita establecer el área objeto de usucapión entre la medida del 

apartamento y el total de la construcción del edificio, para obtener su identificación 

concreta. 

  

                        Al respecto, se tiene que el recurrente acompañó un Estudio 

Planimétrico realizado sobre lote de mayor extensión y el inmueble que pretende 

adquirir: “si se comparasen las áreas que representan los lotes, se tiene que el área del predio de 

menor extensión (91 m2) o interior 101, representa el 92% del área de mayor extensión (99 m2). 

Sin embargo, se aclara que, dado que se trata de un edificio, esta representación relativa (es decir 

en términos de porcentaje) se deberá realizar entre el lote o predio de mayor extensión con cada 

uno de los interiores de la infraestructura mayor (edificio de cuatro pisos) (…) “El predio de 

mayor extensión, posee en su área, un edificio de 4 pisos, el 201 de propiedad de la señora Dennis 

Ivone Posada García con un área construida de 85.24 mts (…), el 301 con un área total de 91.36 

mts (…), y 401 área total de 91.12 mts”.  Informe en el que si bien no se estableció a 
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ciencia cierta el porcentaje completo de lo que representa el 

apartamento objeto de usucapión de cara a todo el edificio por 

cuanto lo condicionó a que debía hacerse con los otros inmuebles que lo integran, lo 

cierto es que, no puede pasarse por alto, que el apoderado, también le solicitó al juez 

que para complementar la información que requiere, decrete en la oportunidad procesal 

pertinente un dictamen pericial para obtener dicha delimitación, petición que a 

consideración del suscrito en nada afecta el principio dispositivo, y por el contrario 

garantiza el derecho de acceso a la administración de justicia, pues el operador judicial 

como director del proceso puede suplir ese vacío mediante el apoyo de dicho medio 

probatorio, el que resulta racional, razonable y justa de cara a la efectividad del derecho 

sustancial perseguido. 

 

                          “Por regla general, la identificación de predios se obtiene a través de una prueba 
pericial en la que los expertos, con razones técnicas y explicaciones bien fundamentadas en los 
conocimientos propios de su ciencia u oficio, llegan a la conclusión de que el inmueble objeto de la 
experticia es el mismo que se pretende en el litigio. Y aun cuando esa regla general, como todas 
las de esa clase, tiene su excepción cuando la identidad se demuestra con otros medios, estos 
últimos deben aportar la certeza suficiente para que no quede ninguna duda de la singularización 
del bien que es materia de la disputa. 
 

               A falta de una prueba contundente, como hubiera sido, por ejemplo, un dictamen 
pericial en el que se realizara un levantamiento topográfico o análisis cartográfico para poder 
establecer sin lugar a dudas los límites exactos del inmueble reclamado y su coincidencia con el 
poseído por el demandado, no se advierte ningún error en la valoración probatoria efectuada por 
el Tribunal, pues del análisis de las pruebas individuales y en conjunto no es posible obtener la 
certeza que se requiere para declarar la prosperidad de la acción de dominio”4. 
 

                                 En ese orden de ideas, es por lo que no se comparte la decisión 

adoptada por el Juez, quien no interpretó adecuadamente los supuestos de hecho que 

plasmó el recurrente -los que si bien no es que resulten muy claros-, sin embargo, no puede 

perderse de vista que de cara al móvil que propició el rechazo de la demanda -

identificación del bien-, el demandante aportó los documentos y la información que tenía 

para acreditar dicho supuesto por lo menos de manera general, y a su vez peticionó un 

dictamen pericial para solventar las posibles irregularidades que pudieren presentarse 

en la identificación del predio, las que se advierte nuevamente no son relevantes en 

sede de inadmisión, si se tiene en cuenta que ya obra en el plenario la ubicación, la 

identificación del bien en sus generalidades “nomenclatura y linderos”, “el área de los 

bienes que también compone la edificación” y el predio de mayor extensión del cual se 

desprende, quedando, en consecuencia, sólo por determinar el porcentaje del área 

frente a los demás copropietarios y el lote del cual se desprende, información que 

                                      
4 Corte Suprema de Justicia, Sentencia SC11334-2015 Magistrado Ponente Ariel Salazar Ramírez. 
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puede obtenerse mediante el decreto de un dictamen pericial, 

como en efecto lo requirió.  

 

Por todo lo anterior, esta Sala de Decisión Civil procederá a 

revocar el auto del veintiocho (28) de junio del año en curso, mediante el cual del 

Juzgado Décimo Octavo Civil del Circuito de Medellín rechazó la demanda, sin 

necesidad de realizarse otros pronunciamientos a tono con los móviles que expuso el 

juez en el auto que resolvió el recurso de reposición, porque se trata de aspectos que 

no fueron advertidos en el auto que inadmitió la demanda ni tampoco en el que devino 

su rechazo, de allí que deberá nuevamente acometer el estudio de admisibilidad -si lo 

considera necesario-, pues éste Magistrado desde siempre ha estimado que en casos 

como éstos, debe dejarse a que sea el mismo juez de conocimiento el que replantee su 

posición respecto de la admisión de la misma, pero sin que pueda repetir los 

argumentos aquí esbozados que ya fueron superados por el Tribunal, para por esa vía 

evitar violación al principio de la doble instancia, ya que pueden surgir nuevas 

inquietudes o defectos que conlleven a la inadmisión de la demanda, nuevas causales y 

argumentos que las partes tendrían el derecho de recurrir si fuere el caso. 

 

Sin más consideraciones, el Tribunal Superior del Distrito 

Judicial de Medellín, Sala Unitaria de Decisión Civil,  

 

IV. RESUELVE: 

 

PRIMERO: REVOCAR el auto con fecha del veintiocho (28) de 

junio del dos mil veintidós (2022), para que, en su lugar, proceda a efectuar un nuevo 

estudio de admisibilidad, tomando en consideración lo aquí expuesto y sin que pueda 

volver sobre los requisitos que ya fueron superados. 

 

                                 SEGUNDO: Devolver el expediente al Juzgado de origen.  

     

NOTIFÍQUESE Y DEVUÉLVASE, 
 
 

 
JULIÁN VALENCIA CASTAÑO 

MAGISTRADO 
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